 C.Apel. Civil, Comercial, Laboral y Minería, Neuquén, Sala II, 26/07/2011. - Gas y Petróleo de Neuquén Sociedad Anónima con participación estatal mayoritaria - Rovella Carranza S.A. - Área Senillosa - UTE s/Inscripción de adenda UTE 
    Resolución de la Dirección  General de Registro Público de Comercio.- 

          Neuquén, 11 de Marzo de 2011. 

          Vistos:  

          Los autos caratulados "Gas y Petróleo del Neuquén S.A. - Rovella Carranza S.A. Área Senillosa UTE s/ inscripción de Adenda de UTE" y, 

          Considerando: A fs. 51/52 Petrolera Pampa S.A., por apoderado, interpone recurso de revocatoria con apelación en subsidio contra el auto de fs. 50, en cuanto éste dispone la inscripción conjunta de la modificación del contrato de la unión y de la cesión de cuotas celebrada por la recurrente y Rovella Carranza S.A., que es antecedente y motivo de la reforma del contrato de UTE, cuya inscripción se pretende. 

          Expresa que el requerimiento formulado a su juicio no contempla la expresa regulación realizada por el art. 380 de la LS, Norma que remite al art. 4 y 5 de la misma ley y que refiere asimismo al art 36 del Código de Comercio. 

          De la exposición normativa citada concluye que el plexo normativo en cuestión sólo exige la inscripción de Los instrumentos constitutivos o modificatorios en tanto que "no todos Los actos societarios son objeto de inscripción registral sino Los constitutivos, modificatorios de éstos y Los que expresamente define la ley" (Verón, citado en el escrito en despacho). 

          Sostiene que el control de legalidad debe realizarse sobre los documentos que la ley exige registrar, y no sobre otros que hacen a las relaciones jurídicas entre las partes y que pertenecen a cuestiones de índole negocial que incumben a la órbita privada de los entes contratantes. 

          Cita en apoyo de su interpretación jurisprudencia que sostiene el criterio restrictivo de las facultades del registrador. 

          Entiende que la exigencia de inscribir conjuntamente la cesión de la participación en la unión con la modificación del contrato de la  UTE "representa una afectación a Los principios de seguridad jurídica, exactitud y legalidad que informan la materia registral y comercial y publicidad societaria" (tx) y un exceso en la competencia del organismo que registró que, en definitiva colisiona con el principio de legalidad". 

          Precisa en este punto que para abdicar o comprometer una libertad individual o plantear una exigencia que importe un hacer, debe intervenir un órgano competente habilitado por una Norma expresa" (tx). 

          Afirma que la competencia de registro se encuentra circunscripta al contralor e inscripción de los documentos constitutivos y modificatorios. 

          Trae a colación la normativa de la  Inspección General de Justicia, cita concretamente los arts. 251 y 253 de la Res. Gral. Nº 7/05. 

          Respecto el agravio atinente al exceso de las facultades del Registrador, cabe destacar que este Organismo sustenta la tesis amplia, según la cual el ejercicio de las facultades registrales conlleva el deber de realizar un control de legalidad sustancial, más allá de las formas documentales exteriores, lo que ha sido confirmado por la Excma.  Cámara de Apelaciones en reiteradas oportunidades (Key Energy S.A. s/inscripción de actas Expte. 12737/6, Braspin S.A. s/ inscripción de Actas (Expte. 12969/7), entre otros). 

          En autos U.T.E. Hidenesa - Sima - Río Barrancas s/ Contrato de Unión Transitoria de Empresas" Expte. 133666/7, Res. 26/12/2007) la  Excma. Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y de Minería de esta circunscripción sostuvo que de generalizarse el criterio restrictivo se convertiría al Registro Público de Comercio en un mero archivo de actos concernientes a las sociedades y a los comerciantes, sin función alguna de control. A lo sumo resultaría una especie de organismo protocolarizador. 

          "La función del Registro Público de Comercio no está limitada a un mero archivo de documentación, que debe inscribir tempestivamente cualquier instrumento que se presente, obviando la función principal que es la de realizar un control de exactitud y legalidad que posibilita una formal inscripción para cumplir así con la etapa de publicidad, salvaguardando los intereses de terceros" Cámara de Apelaciones en lo Civil de Neuquén, Sala I, U.T.E. Hidenesa y/u otro, 26+/12/2007 LLPatagonia 2008 (abril), 189 Cita Online: AR/JUR/10109/2007. 

          Isaac Halperin señala que "el controlador de legalidad es una de las funciones capitales que debe cumplir el registro, no sólo por la exigencia legal apuntada, sino como un medio eficaz para la ejecución de las tareas que le incumben y para llenar las necesidades del comercio, que no puede dedicar sus esfuerzos -abogados y tiempo- en el controlador de esa legalidad cada vez que debe contratar con sociedades, factores de comercio, etc. Dejar liberado ese contralor de legalidad a lo que se decía en los litigios que puedan suscitarse, es haber perdido de vista la esencia misma de la institución del Registro Público de Comercio, justamente en una época en que la tendencia de la legislación extranjera y aspiración de nuestra doctrina es ampliar ese contralor de legalidad sobre el método de la ley alemana, para obtener la corrección de los vicios de los actos inscriptos y hacer que la inscripción ponga al acta a cubierto de cierta especie de impugnaciones" (El Registro Público de Comercio y el Control de Legalidad, LL 59/713). 

          La posición ejercida por este organismo en el ejercicio del control de legalidad, encuentra fundamento en el art. 6º de la ley 19.550, norma que orden que previo a la inscripción "El Juez debe comprobar el cumplimiento de todos los requisitos legales y fiscales. En su caso dispondrá la toma de razón...". 

          En consecuencia, no cabe considerar dicho control acotado al instrumento cuya inscripción se pretende, siendo razonable extenderlo a los documentos que resultan ser sus antecedentes, de otro modo la inspección que ordena la ley sólo podría llevarse a cabo de manera parcial.  

          No se trata aquí de someter a análisis las relaciones sustanciales que el contrato crea con relación a las partes sino tan sólo de seguir un orden lógico y cronológico de los actos que se inscriben, a efecto de facilitar a los terceros la comprensión de los documentos registrados. 

          La normativa legal, doctrina y jurisprudencia citada, descartan de plano la pretendida afectación del principio de legalidad, desde que la facultad de efectuar el requerimiento de presentar para su inscripción la cesión antecedente de la modificación del contrato de la UTE, encuentra sustento legal en el citado art. 6º LSC. 

          Entrando en el análisis de la cuestión concreta objeto de la presente, debe señalarse en primer término que la Unión  Transitoria de Empresas es esencialmente un "Contrato" y no constituye una sociedad comercial, tal como lo prescribe categóricamente el art. 378 LS. 

          Así lo sostiene la doctrina mayoritaria, para quienes "la  UTE es un acuerdo de voluntades celebrado entre determinadas partes (art. 377 y 378 INC. 1º LSC) del cual no nace persona jurídica alguna, societaria ni de otra especie". Señalando además que "la UTE es un contrato a) consensual, b) plurilateral, c) asociativo, d) onerosos, e) típico o nominado, f) de empresa, g) formal, h) de tracto sucesivo, de duración o de ejecución continuada, i) de comercio, j) de colaboración, k) de organización y l) no es intuitu personae" lo que habilita la cesión que es antecedente de la modificación del contrato de UTE (Esper Mariano, "Uniones Transitorias de Empresas" Pág. 116 y 165, Ed. Lexis Nexis, Bs. As. 2006 con citas de Zaldivar, E., Ferro H., Cabanellas de las Cuevas G., Kelly J. Otaegui J., Etcheverry R. Fargos H., entre otros). 

          Definida la UTE como un contrato, cabe aplicarle los principios de dicho instituto jurídico en la medida que sea compatibles con su carácter plurilateral. 

          El "contrato es definido como el negocio o acto jurídico bilateral, patrimonial y entre vivos, resultante de un acuerdo de voluntades, que perseguí un resultado jurídico y económico lícito, siendo sus elementos esenciales "el consentimiento" elemento subjetivo, "el objeto" y "la causa" (Jorge Mosset Iturraspe - Miguel A. Piedecasas, Código Civil Comentado, art. 1137 a 1216 Pág. 13/15, Ed. Rubinzal-Culzoni, Santa Fé 2004). 

          De allí que la alteración de cualquiera de los elementos del contrato -en el caso varia el elemento subjetivo por el ingreso de un nuevo miembro a la unión- implica por sí misma la reforma del contrato originario, sin perjuicio de que el posterior o concomitante se formalicen las modificaciones originadas por la alteración antecedente. 

          Por otra parte y, con relación al tema en estudio, el autor citado precedentemente señala que "La realidad negocial actual convence acerca del objetivo perseguido por las partes: concretar negocios y no celebrar contratos, y la actividad económica buscada suele alcanzarse a través de más de un contrato o, por medio de dos o más, vinculados o relacionados entre sí ... Suele aludirse a "redes" o "cadenas de contratos" que confluyen en un mismo objeto". 

          En consideración a dicha realidad y, tratándose la unión transitoria de empresas de un contrato cuya oponibilidad hacia terceros depende de una inscripción registral, resulta que ambos alteraciones del contrato, el resultante -instrumento modificatorio- y su antecedentes- la cesión de cuotas- deben inscribirse conjuntamente, a fin de que los mencionados terceros s encuentren en razonables condiciones de apreciar el contrato de la Unión y sus variaciones. 

          En este entendimiento se han inscripto invariablemente las cuestiones de participación en convenios de UTE y las modificaciones de sus instrumentos originarios (Hidrocarburos del Neuquén Sociedad Anónima - Magdalena Ventures Inc. (Sucursal Argentina - Roch S.A. Unión Transitoria de Empresas (Área Cortadera) s/ inscripción de cesión de participación y modificación de contrato" (expte. 16305/9) con fecha 01/09/2010; "Hidrocarburos del Neuquén Sociedad Anónima - Américas Petrogas Argentina S.A. e Ingeniería Alpa S.A. Unión Transitoria de empresas (Área Totoral, Yerba Buena, Bajada Colorada) s/ inscripción de contrato de UTE" (expte. 15213/8) con fecha 10/06/2010, "Gas y Petróleo del Neuquén Sociedad Anónima con participación estatal mayoritaria - Madlena Ventures Inc. (Sucursal Argentina) Unión Transitoria de Empresas (Área Curamhuele) s/ inscripción modificación de "contrato" (expte. 15657/10 con fecha 23/02/2010, "Gas y petróleo del Neuquén Sociedad Anónima con participación estatal mayoritaria - Argentina Energía S.A. Unión transitoria de empresas s/ inscripción modificación de contrato" (expte. 15933/9) con fecha 11/12/09, entre otros). 

          Con relación a la normativa dictada por la  Inspección General de Justicia y, sin perjuicio de que su ámbito de aplicación se circunscribe a las sociedades y agrupaciones con domicilio en la Ciudad  Autónoma de Buenos Aires, se analizará la misma en consideración a que la innegable experiencia del mencionado Organismo, a lo que cabe agregar la amplia difusión de que goza la mencionada normativa, deteniéndome en la consideración de los art. 251 y 253 de la res. 07/05 introducidos en el quejoso. 

          Las mencionadas normas refieren a la documentación que se debe presentar para peticionar la inscripción de los actos relativos a una ute y a las formalidades que dicha documentación debe reunir. 

          El art. 251 Refiere al supuesto de inscripción de un convenio de UTE o ACE disponiendo que deberá presentarse el instrumento original de formalización del contrato, las copias indicadas en el art. 37 y, en su caso, el formulario nº 3 de reserva de nombre si se hubiera realizado. Por último dispone: "las inscripciones previstas en este artículo se efectuarán conforme lo dispuesto en el art. 5º de la ley 19.550 y 34 del Código de Comercio, con el contralor previo en los alcances del art. 38 de estas Normas".  

          El art. 253 remite al primero de los mencionados en los casos de reformas contractuales, otorgamiento de poderes ... Cambio de domicilio especial, renuncia de representante... sustitución, exclusión, separación e ingreso de nuevos participantes, disolución y toda otra inscripción que proceda. 

          Adviértase que el art. 253 de la Res. Gral. 7/05 expresamente refiere a la inscripción del "ingreso de nuevos miembros" y además en su último parte dispone "y toda otra inscripción que proceda". 

          Es decir que de la misma normativa invocada por el recurrente se desprende la exigibilidad de la inscripción del acto por el cual ingresa un nuevo miembro de la Unión, sin perjuicio de la procedencia de la inscripción de la modificación del contrato de la UTE que de dicha incorporación deviene. 

          Asimismo el art. 251 expresamente dispone que la inscripción de la UTE -y por remisión del art. 253 los demás actos que la modifiquen- están sujetos al control de legalidad, cuyo alcances se fijan en el art. 38 de la misma Norma. 

          El art. 38 en cuestión recoge la tesis amplia en el ejercicio del control de legalidad, al prescribir que: "Previo a ordenarse la inscripción, se verificará la legalidad y el acto contenido en él, comprendiéndose en ello la verificación del cumplimiento de todos los requisitos formales y sustanciales que en cada caso correspondan".  

          A su vez y en consideración al requerimiento controvertido en autos, el art. 39 de la Reglamentación citada establece como principio que "Para inscribir actos o contratos otorgados o relacionados con un sujeto inscribible, se requiere la previa inscripción de éste. Las inscripciones sucesivas requerirán a su vez que se efectúen previa o simultáneamente las de actos o contratos antecedentes que se les relacionen..." señalando expresamente que "En caso de duda sobre la relación de tracto entre dos o más actos, se resolverá en beneficio de la publicidad, requiriéndose la inscripción previa o simultánea de los anteriores". 

          De la interpretación del plexo normativo de la  Inspección General de Justicia cabe concluir que, muy al contrario de lo sostenido por el recurrente, el requerimiento que motiva el presente recurso comparte con las normas invocadas el mismo fundamento y finalidad, a saber, la publicidad de los actos inscribibles, expuestos en forma lógica y coherente para facilitar la comprensión de los terceros, de modo tal que éstos puedan, a su vez, interpretar los documentos inscriptos en aras de la protección de sus propios intereses. 

          Por último, señalaré que la mera afirmación de que el relato efectuado en los considerandos del instrumento modificatorio constituye la secuencia regular del documento con su antecedente y, de que no existe en modo alguno disconformidad o incompatibilidad con el documento que se pretende inscribir, no es suficiente para los terceros en función de los cuales se exige la inscripción de este tipo de contratos, toda vez que al carecer de los antecedentes de la modificación se ven impedidos de evaluar la veracidad de los hechos descriptos en los considerandos. 

          En igual situación se coloca al Registrador al no acompañarse los actos antecedentes, por tratarse de un funcionario que en razón de su función y por imperativo legal debe verificar la regularidad del acto que inscribe, no pudiendo estar a la mera afirmación de las partes. 

          En virtud de las normas legales, jurisprudencia y doctrina citada, 

          Resuelvo: I. No hacer lugar al recurso de revocatoria impetrado. II Conceder el recurso de apelación planteado subsidiariamente, el que se tiene por fundado en el escrito de interposición. III Oportunamente elévense los presentes a la Excma. Cámara de Apelaciones del fuero. IV. Regístrese y notifíquese. 

          En igual fecha se registró y se libró cédula. Conste. - Mariela J. Dupont (Subdirectora). - María Lis Mansilla Albores (Prosecretaria Letrada). 

          Neuquén, 26 de julio de 2011.- 

          Y Vistos: 

          En acuerdo estos autos caratulados: "Gas y Petróleo de Neuquén S.A. - Rovella Carranza S.A.U.T.E. s/ inscripción de adenda UTE", (Expte. RPC Nº 17284/10), venidos en apelación del Registro Público de Comercio a esta Sala II integrada por los Dres. Federico Gigena Basombrio y Patricia Clerici, con la presencia del Secretario actuante Dr. Miguel E. Buteler y, puestos los autos para resolver, el Dr. Federico Gigena Basombrio dijo: 

          I. Contra la decisión de fs. 50 por la cual se requiere que se adjunte la cesión a que se hace referencia en la presentación a los fines de su inscripción conjunta con la modificación que se pretende, la interesada interpone recurso de revocatoria con apelación en subsidio. 

          A fs. 54/58 se resuelve desestimar el recurso de revocatoria y se concede la apelación deducida. 

          Ingresando al tratamiento de la cuestión planteada señalo que comparto los argumentos expuestos por la subdirectora del Registro Público de Comercio al desestimar la revocatoria toda vez que resultan ajustados a derecho. 

          Como bien se indica en el voto del Dr. Videla Sánchez en la causa "Braspin" (PI.2007-IV-721/733 Nº321, Sala I) al analizar las funciones del Registro Público de Comercio en base a los precedentes de la Sala II y las restantes de esta Cámara, el organismo debe examinar los recaudos formales en forma amplia y sin perjuicio de las limitaciones que se señalaran en la causa "Hidrocarburos del Neuquén" (PI.2010-I-44/48 Nº 31, Sala III). 

          Entre otros aspectos se señaló en dicha causa: "Cabe recordar como con acierto lo señala el quejoso que la unión transitoria de empresas no es una sociedad como bien lo pone de relieve la Sala III citando al suscripto en la causa "U.T.E. Hidenesa - Argenta El Corte s/ inscripción de convenio U.T.E." (Expte. Nº 13.507/07), al sostener: 

          La Sala II de nuestra Cámara de Apelaciones, con primer voto del Dr. Federico Gigena Basombrio, también ha dicho: "...Si bien la U.T.E., no constituye sociedad ni es sujeto de derecho, configura una realidad juridizada, susceptible de dar origen a un complejo concreto de obligaciones y derechos entre los participantes, y en cierta forma frente a terceros, que determinan la obligación y necesidad de que su conformación se ajuste a lo normado por la Ley de Sociedades, (Arts.377 a 383)..." "...entiendo que estas nuevas figuras de asociación contribuyen a facilitar el emprendimiento de obras de magnitud tal, que las posibilidades financieras y de infraestructura de muchas empresas en forma individual no podrían emprender, permitiendo sí, la asociación llevar acabo inversiones y generar negocios y prestaciones que de otro modo no serían factibles&hellip;". 

          Como hemos dicho en el precedente "Environmetal" (PI.2009-II-319-Nº123, Sala II): "Es que no se trata de la formalidad por la formalidad misma sino que está en juego los efectos frente a terceros y a ello se agrega que el Registro debe ser riguroso en el análisis de los recaudos formales con relación a los trámites que ante él se realizan por imperio de la ley". 

          En tal sentido aparece como razonable la exigencia del Registro en el sentido que también debe inscribirse el contrato de cesión a que se alude en la presentación, fundamentalmente frente a terceros ajenos al contrato. 

          En consecuencia y compartiéndose lo expresado en la resolución de fs.54/58 que entiendo da adecuada respuesta a lo planteado por el quejoso y que comparto, es que propicio la confirmación de lo decidido. 

          La Dra. Patricia M. Clerici dijo: 

          Por compartir los fundamentos vertidos en el voto que antecede, adhiero al mismo. 

          Por ello, esta Sala II 

          Resuelve: 

          I. Confirmar el decisorio de fs. 50 de fecha 18 de febrero de 2011, en lo que ha sido materia de recurso y agravios. 

          II. Regístrese y vuelvan los autos al Juzgado de origen. - Federico Gigena Basombrío. - Patricia M. Clerici (Sec.: Miguel E. Buteler). 

